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MINISTERIO DE INDUSTRIA, 
TURISMO Y COMERCIO

 21334 RESOLUCIÓN de 17 de diciembre de 2004, de 
la Dirección General de Política Energética y 
Minas, por la que se hacen públicos los nuevos 
precios máximos de venta, antes de impues-
tos, de los gases licuados del petróleo por 
canalización.

La Orden del Ministerio de Industria y Energía de 16 
de julio de 1998, establece el sistema de determinación de 
los precios de los gases licuados del petróleo, utilizados 
como combustibles o carburantes, para usos domésticos, 
comerciales e industriales, en todo el ámbito nacional.

En cumplimiento de lo dispuesto en la mencionada 
Orden Ministerial y con el fin de hacer públicos los nue-
vos precios máximos de los gases licuados del petróleo, 
en las diferentes modalidades de suministro establecidas 
en su apartado segundo, esta Dirección General de Polí-
tica Energética y Minas ha resuelto lo siguiente:

Primero.–Desde las cero horas del día 21 de diciembre 
de 2004, los precios máximos de venta antes de impues-
tos, de aplicación a los suministros de gases licuados del 
petróleo según modalidad de suministro serán los que se 
indican a continuación: 

Euros

1.  Gases licuados del petróleo por 
canalización a usuarios finales:

   Término fijo  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  128,6166
cents/mes

   Término variable  . . . . . . . . . . . . . . . .   66,5286
cents/Kg

2.  Gases licuados del petróleo a granel 
a empresas distribuidoras de gases 
licuados del petróleo por canaliza-
ción  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
  

54,9531
cents/Kg

 Segundo.–Los precios máximos establecidos en el 
apartado Primero no incluyen los siguientes impuestos 
vigentes:

Península e Islas Baleares: Impuesto sobre Hidrocar-
buros e Impuesto sobre el Valor Añadido.

Archipiélago Canario: Impuesto Especial de la Comu-
nidad Autónoma de Canarias sobre combustibles deriva-
dos del petróleo e Impuesto General Indirecto Canario.

Ciudades de Ceuta y Melilla: Impuesto sobre la pro-
ducción, los servicios, la importación y el gravamen com-
plementario sobre carburantes y combustibles petrolí-
feros.

Tercero.–Los precios máximos de aplicación para los 
suministros de los gases licuados del petróleo señalados 
en la presente Resolución se aplicarán a los suministros 
pendientes de ejecución el día de su entrada en vigor, 
aunque los pedidos correspondientes tengan fecha ante-
rior. A estos efectos, se entienden por suministros pen-
dientes de ejecución, aquellos que aún no se hayan reali-
zado o se encuentren en fase de realización a las cero 
horas del día de entrada en vigor de la presente Resolu-
ción.

Cuarto.–Las facturaciones de los consumos corres-
pondientes a los suministros de GLP por canalización 
medidos por contador, relativas al período que incluya la 

fecha de entrada en vigor de la presente Resolución, o en 
su caso de otras Resoluciones u Órdenes Ministeriales 
anteriores o posteriores relativas al mismo período de 
facturación, se calcularán repartiendo proporcionalmente 
el consumo total correspondiente al período facturado a 
los días anteriores y posteriores a cada una de dichas 
fechas, aplicando a los consumos resultantes del reparto 
los precios que correspondan a las distintas Resoluciones 
u Órdenes Ministeriales aplicables.

Quinto.–Las Empresas Distribuidoras de GLP por 
canalización, adoptarán las medidas necesarias para la 
determinación de los consumos periódicos efectuados 
por cada uno de sus clientes, a efectos de proceder a la 
correcta aplicación de los precios de GLP por canalización 
a que se refiere la presente Resolución.

Madrid, 17 de diciembre de 2004.–El Director General, 
Jorge Sanz Oliva. 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE GALICIA

 21335 LEY 11/2004, de 19 de noviembre, de inspec-
ción de consumo de Galicia.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Comunidad Autónoma de Galicia, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 30.I.4 del Estatuto de autono-
mía, tiene competencia exclusiva en materia de con-
sumo.

En desarrollo de esta competencia, por medio de la 
Ley 12/1984, de 28 de diciembre, se aprobó el Estatuto 
gallego del consumidor y usuario. La aprobación de este 
estatuto, habiendo sido uno de los primeros en apro-
barse, pone de manifiesto la preocupación y sensibiliza-
ción del legislador autonómico respecto a todas aquellas 
cuestiones relacionadas con el campo del consumo.

No obstante lo anterior, los esfuerzos del legislador 
gallego no se circunscribieron al campo de la elaboración 
de una norma sustantiva como es el Estatuto gallego del 
consumidor y usuario sino que, en orden a conseguir una 
mejor y mayor protección de los intereses de los consu-
midores y usuarios, por medio de la Ley 8/1994, de 30 de 
diciembre, se creó el Instituto Gallego de Consumo, como 
organismo autónomo de carácter administrativo que 
establece una estructura administrativa para una mejor y 
más eficaz información y defensa del consumidor y usuario.

Dentro de este ámbito organizativo, una pieza funda-
mental para el control del mercado es la inspección de 
consumo; inspección de consumo que, teniendo en 
cuenta la mayor complejidad del mercado y la actual eco-
nomía globalizada, debe ser objeto de una cada vez 
mayor profesionalización y especialización, así como de 
un cuerpo normativo que ampare sus actuaciones, lo que 
redundará, además de en una mayor eficacia de las actua-
ciones inspectoras, en una mayor seguridad jurídica, 
tanto para los consumidores y usuarios como para las 
empresas objeto de inspección.

En este campo de la seguridad jurídica y la regulación 
de las potestades administrativas, la actividad de la admi-
nistración pública se adaptó a la nueva realidad adminis-
trativa por medio de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de régimen jurídico de las administraciones públicas y del 


